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A ambas resoluciones les reprocha el demandante
haber lesionado el arto 24.1 C.E.• la providencia de 26
de octubre de 1994. por no ajustarse a Derecho. ya
que. a su entender. el exPediente de suspensión de pagos
no puede ser archivado hasta la total ejecución de lo
pactado por los acreedores con el suspenso. y la de
31 de octubre siguiente por haber efectuado sobre el
arto 377 LE.C. una interpretación formalista. expresa­
mente desechada por este Tribunal en diversos pro­
nunciamientos.
- El Ministerio Fiscal estima procedente el recurso de

amparo y la nulidad de ambas providencias para que
por el Juzgado -88 dicte resolución que. conforme al arto
24.1 C.E.. dé respuesta motivada a lo interesado por
el recurrente en su escrito de 10 de octubre de 1994.

2. De las dos cuestiones suscitadas en la demanda
de amparo. hemos de comenzar analizando la propuesta
en segundo término. relativa a la supuesta lesión del
arto 24.1 C.E. como consecuencia de la inadmisión del
recurso de reposición interpuesto contra la negativa judi­
cial a la petición de convocatoria de una nueva Junta
de acreedores. pUes una eventual estimación de esta
última queja nos obligarfa a retrotraer las actuaciones
al momento en que dicho medio de impugnación resultó
indebidamente inadmitido. Esta retroacción del proc.r
dimiento harfa que el Juzgado. al resolver motivadamen­
te el recurso de reposición. se pronunciara sobre la pro­
cedencia o no de la convocatoria interesada por el
recurrente en amparo. en cuya cuestión. por ser de lega­
lidad ordinaria. no puede entrar este Tribunal. salvo que
la decisión que sobre la misma se adopte vulnere algún
derecho fundamental.

3. Pues bien. con respecto al contenido de la pro­
videncia de 31 de octubre dé 1994. Yhabiendo quedado
acreditado en las actuaciones obrantes ante la Sala que
el recurso de reposición inadmitido por dicha resolución
fue interpuesto en plazo. es evidente que la inadmisión.
basada en la lacónica cita del arto 377 LE.C.• tan sólo
pudo obedecer al supuesto incumplimiento por parte
del recurrente del requisito consistente en mencionar
.Ia dis~sición de esta Ley (de la·LE.C.) que haya sido
infringida». exigencia ésta que. por versar estrictamente
el recurso de reposición sobre la aplicación e interpr.r
taeión de determinados preceptos de la Ley de Suspen­
si6n de Pagos. se revelaba en el caso. tal y como ha
quedado evidenciado en la demanda de amparo y en
el~ de aleqaciones del Ministerio Fiscal,.como. un
requIsito contrano al arto 24.1 C.E. por ser de ImposIble
cumplimiento. dado lo pretendido y razonado en el recur­
so de reposición.

Asr lo ha declarado en repetidas ocasiones este Tri­
bunal. cuya doctrina podemos resumir en lo declarado
en la STC 213/1993. que dice: •... la necesidad de inter­
pretar el último inciso del arto 377 de la LE.C. (&... Y
citarse la disposici6n de esta ley que haya sido infrin­
gida-). de conformidad con el sentido o finalidad del
proceso. de forma que. como cabe impugnar una misma
resolución por razones no sólo de forma. sino también
de fondo. en este último caso se convierte en inútil la
cita del precepto procesal que no ha sido infringido o
cuestionado. esto es. ~U8 la &di~sici6n de esta leV­
a la 9U8 se refl8r8 el arto 377. es la ley de Enjuiciamiento
Civil • y sólo habni de ser citada expresamente cuando
el motivo de impugnación tenga naturaleza procesal, por­
que afirmar lo contrario significerfa obligar al recurrente
a citar imaginarios preceptos procesales infringidos. Por
consiguiente. cuando el reCurso se fundamente exclu­
sivamente en la infracción de preceptos sustantivos. no
existe obligación alguna de citar normas procesales qué
no han sido wlneradas».

La aplicación de dicha doctrina al presente caso
ha de determinar. por las razones seftaladas. la estima­
ción de la demanda de ampato y. con ella. la retroacción
de las actuaciones al momento de la resolución del recur­
so de reposición inadmitido mediante la providencia de
31 de octubre de 1994. que ahora queda anulada.'

FAlLO

En atención a todo lo expuesto. el Tribunal Cons­
titucional. POR LA AUTORJDAO QUE LE CONFIERE LA CoNsmuaóN
DE LA NACIÓN EspAÑOlA

Ha decidido

Estimar la presente demanda de amparo y. en
consecuencia:

1.0 Declara-r que se ha vulnerado al demandante
de amparo. su derecho a la tutela judicial efectiva.

2.0 Restablecerle en su derecho para lo cual se anula
la providencia de 31 de octubre de 1994. retrotrayendo
las actuaciones al momento anterior al de dictarse dicha
providencia. para que por él Juzgado de Primera Ins­
tancia núm. 1 de Igualada. se dicte una nueva resolución
que. respetuosa con los derechos fundamentales. se pro­
nuncie sobre el recurso de reposición interpuesto por
el recurrente en amparo contra la providencia de 26
de octubre de 1994.

PubUquese esta Sentencia en el ccBoletrn Oficia. del
Estado».

Dada en Madrid. a veinticuatro de noviembre de mil
novecientos noventa y siete.-José Gabaldón
López.-Fernando Garcra-Mon y González-Regueral.-Ra­
fael de Mendizábal AIIende.-Julio Diego González Cam­
pos.-earles Vivar Pi-Sunyer.-Tomás S. VIVes Antón.-Fir­
mados y rubricados.

27970 Sala Segunda. Sentencia 200/1997. de 24
de noviembre de 1997. Recurso de amparo
2.628/1996. Contra Auto de la .Audiencia
Provincial de Ciudad Real confirmatorio en
apelaci6n de resoluciones anteriores del Juz­
gado de Vigilancia Penitenciaria núm. 1 de
Castilla-La Mancha. desestimatorias de la que­
ja formulada porel recurrente contra elAcuer­
do de la Junta de R~imen y Administración
del Establecimiento Penitenciario de Herrera
de la Mancha decretando la intervención de
comunicaciones orales y escritas. Supuesta
vulneraci6n del derecho al secreto de las
comunicaciones: motivaci6n suficiente de las
medidas restrictivas del derecho supuesta­
mente vulnerado.

La Sala Segunda del Tribunal Constitucional. com-,
puesta por don José Gabaldón López, Presidente; don
Fernando Garcra-Mon y González-Regueral, don Rafael
de Mendizábal Allende. don Julio Diego González Cam­
pos•. don Caries VlV8r Pi-Sunyer y don Tomás S. Vivas

.Antón. Magistrados. ha pronunciado

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA

En el recurso de amparo núm. 2.828/96. promovido
por don José Manuel ArzaIlus Eguiguren. representado'
por el Procurador de los Tribunales don Luis Olivares
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Suárez y asistido por el Abogado don José Antonio Prieto
GÓmez. contra el' Auto de.' la Seéción Segunda de ·Ia
Audiencia Provincial de Ciudad Real. de 13 de junio de
1995. confirmatorio en apelación de los Autos del Juz­
gado de Vigilancia Penitenciaria núm. 1 de Castilla-La
Mancha. de 8 de marzo y de 3 de abril de 1995. deses­
timatorios de la queja formutadapor el recallJ'Elnte contra
el Acuerdo de la Junta de Répimen y Administración
del Establecimiento Penitenciario de Herrera de la Man­
cha. de 3 de enero de 1995. de intervención de comu­
nicaciones orales y escritas. Ha intervenido el Ministerio
Fiscal. Ha sido Ponente el Magistrado don Caries Viver
Pi-Sunyer. quien expresa el parecer de la Sala.

1. Antecedente.

1. Mediante escrito registrado en este Tribunal el
día 12 de julio de 1995. don José Manuel Arzallus Egui­
guren manifiesta su voluntad de interponer recurso de
amparo contra las resoluciones de la que se hace mérito
en el encabezamiento. Solicita para ello el beneficio de
justicia gratuita y la designación de Procurador y Abo­
gado del turno de oficio.

2. Tramitada su peti~ión (providencia de la Sección
Cuarta de este Tribunal de 24 de julio de 1995). se
tiene por designado al Procurador don Luis Olivares Suá­
rez (providencia de 18 de septiembre de 1995). Tras
la excusa de la Abogada inicialmente designada. se
requiere el correspondiente dictamen de sostenibilidad
de la acción de amparo al Consejo General de la AIJcr
gada (providencia de 9 de octubre de 1996). Después
de solicitar y recibir cierta documentación (providencias
de 14 de diciembre de 1995 y de 11 de enero de 1996).
el citado Consejo emite su dictamenen sentido negativo
(providencia de 11 de abril de 1996). El Fiscal estima.
sin embargo. que la acción es sostenible. por lo que
se procede al nombramiento del Abogado designado
en segundo lugar (providencia de 16 de mayo de 1996).
La demanda de amparo se formaliza finalmente el
día 17 de junio de 1996. . .

3. Los hechos relevantes para el examen de la pre­
tensión de amparo son. en slntesis. los siguientes:

a) El Acuerdo de la Junta de Régimen y Adminis­
tración del Establecimiento Penitenciario de Herrera de
La Mancha. de 3 de enero de 1995. estableció la inter­
vención de las comunicaciones orales y escritas del hoy
recurrente. interno en dicho centro. La motivación del
Acuerdo es la siguiente: «Dada su pertenencia a grupo
delictivo organizado y características del delito(s) come­
tido(s) se considera peligrosa para la seguridad general
y para el buen orden regimental. la influencia y datos
que puede difundir a través de dichas comunicaciones)).

El Acuerdo se notificó al interno. al Ministerio Fiscal
y al Juzgado de Vigilancia Penitenciaria núm. 1 de Cas-
tilla-La Mancha. .

b) Frente al anterior Acuerdo el interno formuló que­
ja ante el Juzgado de Vigilancia Penitenciaria. al entender
que la intervención acordada sólo podía serlo por un
Juez y que. en cualquier caso. carecra de una motivación
individualizada.

El Auto del Juzgado. de 8 de marzo de 1995. deses­
timó la queja. al entender «necesaria y proporcionada))
la medida en atención a la vinculación del interno con
un grupo armado y a la falta de constancia de la ruptura
del preso con dicha organización.

c) Confirmada la resolución en reforma (Auto de 3
de abril de 1996). el hoy recurrente interpuso recurso
de apelación. El Auto de la Audiencia consideró que
la resolución impugnada «contiene la necesaria moti­
vación. que aun cuando concisa en modo alguno pueda
.tratarse de genérica. pues es precisamente la vinculación

del interno con grupo armado. sin que consten elemen­
tos o datos que los desvirtúen. lo que ha determinado
en base a razones de seguridad del centro y defensa
social digna de protección. dar cabida a la previsión legal
que contempla el art. 61 LO.G.P.».

4. En el ncrito de demanda se invocan como infrin­
gidos los arts. 9.3.· 16. 17. 18.1. 18.3. 24.1 y 24.2 e.E.
Las alegaciones que pretenden sustentar estas quejas
se refieren. por una parte. a que no cabe la suspenSión
individual del derecho a la intimidad personal y familiar.
y a que. en cualquier caso. la privación del secreto de
las comunicaciones sólo podra ser adoptada por una
orden judicial. Un segundo bloque de alegaciones se
refiere a la motivación de los Acuerdos y de los Autos
judiciales impugnados: si se trata de un preso preventivo
-dato que el Acuerdo no precisa. ni. con ello. el del
delito que se le imputa o por el que ha sido condenado-.
no habría constancia de su vinculación a un grupo terro­
rista. ni podria cargarse al preso con la prueba de su
desvinculación; la finalidad de la medida radicaría. en
cualquier caso. en vagas razones de seguridad.

6. Mediante providencia. de 24 de enero de 1997.
la -Sección Cuarta acuerda admitir a trámite la demanda
de amparo y dirigir sendas comunicaciones a la Sección
Segunda de la Audiencia Provincial de Ciudad Real y
al Juzgado de Vigilancia Penitenciaria núm. 1 de Cas­
tilla-La Mancha a fin de que remitan testimonio de las
actuaciones correspondientes al procedimiento del que
trae causa el presente recurso y de que emplace este
último órgano judicial a quienes hubieran sido parte en
el mismo para su posible comparecencia en este proceso
de amparo.

6. Recibidas las actuaciones. la Sección acuerda·dar
vista de las mismas a las partes. con concesión de un
plazo común de veinte días pará la presentación de las
alegaciones previstas en el arto 52.1 LOTC (providencia
de 29 de febrero de 1997).

Mediante escrito de 31 de marzo. el Fiscal interesa
que se recabe el expediente penitenciario del recurrente.
Tramitada la petición (providencia de 7 de abril) y reci­
bida la documentación. la Sección concede un nuevo
plazo para la formulación de alegaciones (providencia
de 19 de marzo).

. 7. Sólo formula alegaciones el Ministerio Fiscal. que
en su escrito de 24 de junio interesa se dicte una Sen­
tencia estimatoria del amparo. La resolución que se pro­
pone comportaria la nulidad del Acuerdo administrativo

. Impugnado y de los Autos que lo confirman. sin perjuicio
de la posible reiteración de la medida si las circunstancias
actuales así lo exigen y se cumplen los requisitos
necesarios.

Aunque el Fiscal repare también en la falta de limi­
tación temporal de la medida de intervención de las
comunicaciones yen la falta de exclusión en la limitación
de la comunicaCión del recurrente con sus Letrados. el
aspecto que considera determinante para el otorgamien­
to del amparo es la debilidad de la motivación del Acuer­
do. en el que «no existe una individualización al caso
concretó del solicitante de amparo»: no se aclara el moti­
vo que origina el internamiento del demandante en el
Centro Penitenciario. ni el tipo de actividad delictiva que
se le imputa o por el que ha sido condenado. ni el grupo
delictivo al que se dice que pertenece. A esta conclusión
llega a partir del plus de exigencia del deber de motivar
las resoluciones que implican un sacrificio de un derecho
fundamental (STC 257/1988) y de la concreción que
del mismo hace la STC 170/1996 para este tipo de .
supuestos.
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8. Mediante providenc;ia de 20 de noviembre de
1997. se seftaló para la deliberación y la votación de
la presente Sentencia el d(a 24 del mismo mes y año.

11. Fundamentos jurfdico.

- - t.-La cuestión-esencial que se plantea-en e"'presente
procedimiento de amparo es la de si el Acuerdo peni­
tenciario que decretó la intervención de las comunica­
ciones orales V escritas del recurrente vulneró por su
insuficiente motivación el derecho del mismo al secreto
de las comunicaciones consagrado en el art. 18.3 e.E.
De un modo tácitamente subsidiario se suscita el pro­
blema anexo de si. en caso de respuesta afirmativa a
la primera pregunta. las resoluciones judiciales subsi­
guientes a la administrativa aportaron ~amotivación que
se echa de menos en ésta y pusieron fin asi a la lesión
del derecho fundamental en el momento de ser dictada.
En cualquiera de las hipótesis parece que la demanda
sólicita también que la motivación de los Autos del Juz­
9ado de Vigilancia y de la Audiencia Provincial se ana­
hcen bajo el prisma genérico del derecho a la tutela
judicial efectiva y de los principios de seguridad juridica
e interdicción de la arbitrariedad. .

Estamos. pues. en lo principal. ante un amparo de
los contemplados en el art. 43 lOTe. Su objeto está
constituido por un acto administrativo y no de modo
autónomo por las ulteriores resoluciones judiciales. que
sólo forman parte del mismo como vía de amparo ordi­
nario previa al amparo constitucional y de agotamiento
necesario para acceder al mismo. Sin embar~o. en la
medida en que. siquiera accesoriamente. se Imputa a
las resoluciones judiciales de modo relativamente inde­
pendiente la infracción de los arts. 24.1 y 9.3 e.E.• cabe
catalogar como mixto el recurso de ampáro en el sentido
de que se impugnan directamente tanto resoluciones
administrativas como judiciales y de que se encauzan
procesalmente tanto por fa vfa del art. 43 lOTe como
por la dal 44 de la misma Ley Orgánica.

las perspectivas de análisis constitucional enuncia­
das son significativamente menos que las que propone
la demanda. Por de pronto. los principios de seguridad
-jurldica y de interdicción de la arbitrariedad de los pode­
res públicos (art. 9.3 e.E.) no son susceptibles de amparo
ex. art. 53.2 e.E. De otra parte. las invocaciones como
vulneradoras de los derechos a no ser sometido a tratos
inhumanos o degradantes. a la fibertad y a la presunción
de inocencia unen a su falta de fundamentación. la de
ausencia de toda invocación previa en el procesó judicial
ordinario. fn tercer lugar. la infracción del derecho al
secreto de las comunicaciones ex art 18.1 e.E. no cons­

.tituirla sino la obligada consecuencia de la del arto 18.3
e.E.• pues aquel derecho es aqur una de las concreciones
del genérico derecho a la intimidad. Finalmente. tampoco
puede ser abordada la ~ación relativa al origen no
Judicial de la medida restrictiva. que convertirla en lesivo
del derecho el aeto' administrativo ·por su propia con­
dición de talrque comportaría un cuestionamiento cons­
titucion~.. de art. 51.5 LO.G.P.• pues su planteamiento.
ausente en el recurso de reforma y sólo realizado median­
te una vaga remisión en apelación. carece de la per­
severancia durante todo el iter procesal ordinario que
requiere su análisis en esta sede a.tenor del art. 44. 1
lOTe. .

El enjuiciamiento del motivo principal de la demanda.
centrado en la insuficiente motivación del Acuerdo de
intervención de las comuniaciones del recurrente V. en
un segundo plano. en la falta de justificación de la res­
tricción del correspondiente derecho fundamental.
requiere. en primer IUiJar. la clarificación del escrutinio
aplicable para determinar si se ha producido o no la
alegada vulneración V. muy especialmente. de la relación

- .
entre la motivación de la resóloción limitativa del derecho
fundamental V la limitación del derecho fundamental
en si. .

2. El enjuiciamiento en sede de amparo constitu­
cional dé las alegaciones relativas 8 ..la vulneración del
derecho al 'secreto aslas comunicaciones de los reclusos
por parle de la Administración penitenciaria tiene como
objeto primordial. en casos como el aqur analizado. la
determinación de si los Acuerdos de las Juntas de Régi­
men y Administración de los establecimientos peniten­
ciarios que limitan el.ejercicio de ese derecho se han
producido en los supuestos legalmente previstos· de
acuerdo con la Constitución -en definitiva. si responde
a la persecución de un fin constitucionalmente legitimo
previsto por la ley-. si se han cumplido los requisitos
constituciónalmente exigidos V si la medida era idónea.
necesaria V proporcionada en relación con el fin per-
seguido. .

Para llevar a cabo este. control jurisdiccional debe
partirse. claro está. del marco normativo constitucional
del derecho a las comunicaciones de que puede Qozar
un interno recluido en un establecimiento penitenetario.
Ese marco viene déterminado no sólo por lo dispuesto
en el art. 18.3 e.E. -que garantiza el derecho al secreto
de las comunicaciones. salvo resolución judicial-. sino
también y primordialmente por el art. 25.2 de la propia
Constitución que dispone en su inciso segundo que «el
condenado a pena de prisión que estuviere cumpliendo
la misma gozará de los derechos fundamentales de este
Capitulo. a excepción de los que se vean expresamente
limitados por el contenido del fallo condenatorio. el sen­
tido de la pena V la ley penitenciaria.. En principio el
recluso goza. pues. del derecho al secreto de las comu­
nicaciones. aunque pueda verse afectado por las limi­
taciones mencionadas. Hay que advertir. como se ha
dicho en la STe 175/1997. que este derecho tiene una
incidencia sustancial en el desarrollo de la personalidad
de los internos y adquiere por ello suma relevancia en
orden al cumplimiento de la finalidad. no exclusiva. de
reinserción social de las penas privativas de libertad que
establece el· p'rimer inciso del art. 25.2 e.E.. Mediante
la comunicaCIón oral y escrita con otros sujetos. el preso
no queda reducido e~clusivamente al mundo carcelario
y ello le permite relacionarse con el exterior y. en defi­
nitiva. prepararse para su futura vida en el seno de la
sociedad. .

En el presente caso se trata de analizar. según hemos
dicho. las limitáciones impuestas al recurrente en el ejér­
ciéio de ·su· derecho al secreto de las comunicaciones.
que deberán coincidir con alguna de las que menciona
el arto 25.2 e.E. Ahora bien. puesto que ni el contenido
del fallo condenatorio ni el sentidode la pena han servido
de base para tales limita«;:iones. resulta preciso confem­
piar las restriCciones previstas por la legislación peni­
tenciaria. con el objeto de analizar su aplicación a la
luz de los arts.18.3 y 25.2 e.E. (SSTe 170/1996.
128/1997).

. 3. El arto 51 de la ley Orgánica General Penitenciaria
(en adelante LO.G.P.) reconoce el derecho de los reclu­
sos a las comunicaciones. En cuanto al ejercicio de tal
derecho. el precepto diferencia varias modalidades de
comunicación. que son de muy distinta naturaleza y vie­
nen. por ello. sometidas a regrmenes legales claramente
diferenciados (STe 183/1994). Por un lado. el arto 51.1
se refiere a las comunicaciones genéricas. en cuanto
autoriza a los internos a «comunicar periódicamente. de
forma oral y escrita. en su propia len~ua. con sus fami­
liares. amigos y representantes acreditados de Organis­
mos internacionales e instituciones de cooperación peni­
tenciaria. salvo en los casos de incomunicación judicial».
Por otro lado. el art. 51.2 de la misma ley hace mención



. BOE núm. 312. Suplemento Manes 30 diciembre 1997 15

a las comunicaciones especfficas del interno con su Abo­
gado defensor y con el Procurador que le represente.

, Y. por fin. el arto 51.3 de la LO.G.P. regula otro tipo
de comunicaciones especfficas. las mantenidas con pro­
fesionales acreditados. con Asistentes Sociales. y con
Sacerdotes o Ministros de una religión.

En lo que se refiere a las limitaciones que pueden
experimentar las comunicaciones genéricas. el arto 51.1
de la L.O.G.P.• además de mencionar fos casos de inco­
municación judicial. impone que tales comunicaciones
se celebren de manera que se respete al máximo la
intimidad. pero permite que sean restringidas «por razo­
nes de seguridad. de interés de tratamiento y del buen
orden del establecimiento)). Por su parte. el arto 51.5
de la misma norma permite que las comunicaciones sean
«suspendidas o intervenidas motivadamente por el Direc­
tor del establecimiento. dando cuenta a la autoridad judi­
cial competente». Ahora bien. las comunicaciones espa­
cfficas entre el interno y su Abogado. o Procurador ceno
podrán ser suspendidas o intervenidas salvo por orden
de la autoridad Judicial y en los supuestos de terrorismo)).
según dispone el arto 51.2 de la LO.G.P. En el presente
caso. sin embargo. no estamos ante una intervención
de las previstas en el mencionado arto 6'1.2. sino en
las comunicaciones genéricas del arto 61.1.

En suma. por lo que respecta a la finalidad perseguida
por la intervención de las comunicaciones. hay que partir
de que el derecho al secreto de éstas no está configurado
constitucionalmente con un carácter absoluto. ni en el
arto 18.3 (STC 37/1989). ni 4!n lo que afecta a los
internos en un establecimiento penitenciaricren el arto
25.2 C.E.• pues ambos lo garantizan en la forma y con
el alcance ya indicados. La legalidad de la medida está
cubierta por el arto 51.1 de la L.O.G.P.• que permite la
intervención de las comunicaciones y la justifica por razo­
nes de seguridad. de interés del tratamiento y del buen
orden del establecimiento. Las tres se configuran como
causas legftimas para ordenar una intervención de la
comunicación de un interno. La exigencia de que la medi­
da esté contemplada en una ley se deriva no sólo de
los arts. 26.2 y. 63.1 e.E.• sino además del arto 8.2 del
Convenio Europeo de Derechos Humanos. que. requiere
que cualquier injerencia en el ejercicio del derecho al
respeto a la correspondencia esté prevista por la ley.

En cuanto a los requisitos que deben cumplir los
Acuerdos de intervención de las comunicaciones gené­
ricas. la LO.G.P. en su arto 61.5. ya citado. dispone que
dichas comunicaciones pueden ser ccsuspendidas o inter­
venidas motivadamente por el Director del estableci­
miento. dando cuenta a la autoridad judicial competen­
te)). El Acuerdo debe ser también notificado al interno.
como exige el arto 91.1 del F\eglamento p.,nitenciario
de 1981. A estos dos requiSitos de motivación y de
doble comunicación o notificación. este Tribunal ha aña­
dido en varias Sentencias (por todas. la STC 170/1996)
la necesidad de preestablecer un Irmite temporal a la
medida de intervención.

A. Comenzando el análisis de estos tres requisitos
fundamentales por el último de los citados. debe recor­
darse que. como se indicó en la referida STC 170/1996.
«el mantenimiento de una medida restrictiva de dere­
chos. como la analizada. más allá del tiempo estricta­
mente necesario para la consecución de los fines que
la justWican. podria lesionar efectivamente el derecho
afectado. en este caso el derecho al secreto ee las comu­
nicaciones (SSTC 206/1991. fundamente jurJdico 4.°; .
417/1996. fundamento jurfdico 2.p ; etc.). Los arts. 51
V .10.3. párrafo segundo. LO.G.P.• y los correlativos pre­
ceptos del Reglamento Penitenciario de 1981. en con­
creto los arta. 91.1 y 98.4 (y arta. 41 y siguientes del

Reglamento Penitenciario de 1996). llevan implrcita la
exigencia de levantamiento de la intervención en el
momento en que deje de ser' necesaria por cesación
o reducción de las circunstancias que la justificaron. en
cuanto se legitima exclusivamente como medida impres­
cindible por razones de seguridad. buen orden del esta­
blecimiento e interés del tratamiento» (fundamento jurf­
dico 4.°). Por su parte. el Tribunal Europeo de Derechos
Humanos en dos Sentencias. de 16 de noviembre de
1996 (asuntos Domenichine y Calogero Diana) relativas
a intervención de las comunicaciones de reclusos. toma
en consideración para su enjuiciamiento la expresión
de la duración de la medida y las razones que la pueden
justificar. Por todo ello. el Tribunal ha venido exigiendo
que al adoptarse la medida de intervención de las comu­
nicaciQnes se determine el perfodo temporal de su vigen­
cia•. aunque para ello no sea estrictamente necesario
fijar una fecha concreta de finalización. sino que ésta
puede hacerse depender de la desaparición de la con­
dición o circunstancia concreta que justifica la interven­
ción. El Acuerdo puede, pu.es. en determinadas circuns­
tancias sustituir la fijación de la fecha por la especifi­
cación de esa circunstancia. cuya desaparición pondrfa
de manifiesto que la medida habrfa dejado de ser
necesaria.

En cuanto a la ~otificación de la adopción de la med'1­
da al interno afectado, debe tenerse en cuenta que la
intervención tiene fines únicamente preventivos. no de
investigación de posibles actividades delictivas para lo
que se requerirfa la previa autorización judicial. por ello
la mencionada notificación en nada frustra la finalidad
perseguida ,y supone una garantfa para el interno; por
su parte, respecto a la exigencia de comunicar la inter­
vención por la autoridad judicial competente. hemos
declarado en la reciente STC 175/1997 que «rectamen­
te entendida. esta dación de cuentas implica no sólo
la mera comunicación del órgano administrativo al órga­
no judicial para conocimiento de éste. sino un verdadero
control jurisdiccional de la media efectuado a posteriori.
mediante una resolución motivada. Ello se deduce de
una necesaria consideración sistemátiCa de este precep­
to con los arts. 76.1 y 2 g). y 94.1 de la misma LO.G.P.•
conforme a los cuales corresponde al Juez de Vigilancia
Penitenciaria salvaguardar los derechos fundamentales
de los internos que cumplen condena. competencia ésta
que. en la materia que estamos analizando. implica un
papel activo en protección de tales derechos. pues es
el Juez de Vigilancia Penitenciaria "quien ha de velar
por las situaciones que afecten a los derechos y liber­
tades fundamentales de los presos y condenados· (STC
'73/1983; en sentido similar SSTC 74/1985. 2/1987.

. 143/1993.161/1993). A la misma conclusión conduce
el arto 106.1 de la C.E., por el que la Administración.
también la penitenciaria. está sujeta al control judicial
de la legalidad de s~ actuación (STC 73/1983). A ello
hay que añadir. para valorar en toda su dimensión la
importancia de esta medida. que el recluso puede poner-

.se en comunicación. con ciudadanos libres. a los que
también les afecta el acuerdo administrativo de inter­
vención. Por todo ello resulta claro que si el Juzgado
de Vigilancia Penitenciaria se limitase a una mera recep­
ción de la comunicación del acto administrativo en ef·
que se acuerda intervenir las comunicaciones y adoptase
una actitud meramente pasiva ante la restricción por
dicho acto del derecho fundamental del recluso. no esta­
ría dispensando la protección del derecho en la forma
exigida por las rnencienada$ normas)).

Por fin, r&$pecto de la motivación. cuya insuficiencia,
como hemos reiterado, se convierte en la principal queja
del aquf recurrente. conviene advertir que. no sólo se
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convierte exarto 61.6 LO.G.P. en presupuesto habilitante
de toda restricción d81 derecho al secreto de las comu­
nicaciones. siRO que. aunque faltase esa previsión legal,
su concurrencia vendrfa exigida por la propia Constitu­
ción. ya que su ausencia o insuficiencia. como hemos
dicho en lasSSTC 170/1996y 128/1997 y 175/1997,
afecta al propio derecho fundamental e~la media en
que sin ella el reclusO que ve limitado el ejercicio de
su derecho desconoce la razón· de esa restricción y los
órganos jurisdiccionales encargadós de efectuar el con­
trol relativo a la necesidad, idoneidad y proporcionalidad
de la medida carecen de los datos indispensables para
llevar a cabo esta tarea que, cerno queda dicho. es el
objeto primordial del control jurisdiccional. Según se afir­
ma en la STC 179/1996, «la necesidad e importancia
de la motivación del Acuerdo (se.debe). no sólo porque
asf lo exige expresamente el arte 61 LO.G:P.• sino porque
constituye el único medio para constatar que la tan drás­
ticamente limitada esfera jurfdic8 del ciudadano interno
en un Centro Penitenciario no se restringe o menoscaba
de forma innecesaria, inadecuada o excesiva» (funda­
mento jurfdico 6.°). La importancia de la motivación
cobra especial trascendencia respecto del control llevado
a cabo mediante el recurso de amparo constitucional
dada la falta de inmediación de este Tribunal y la sujeción
del mismo a los hechos probados en.el proceso a qua.
En suma. si nos atenemos a esta doble finalidad de la
motivación. resulta claro que el enjuiciamiento relativo
a su existencia y suficiencia tiene carácter instrumental
respecto del enjuiciamiento principal relativo a la vul­
neración o no del derecho fundamental al secreto en
las comunicaciones por parte de la actuación de la Admi­
nistración penitenciaria. Este dato resulta relevante no
sólo en orden a precisar la relación entre la motivación
de la resolución limitativa del derecho·y la limitación
del derecho fundamental en sr. sino también para deter­
minar los requisitos materiales y formales constituci~

nalmente exigibles a dicha motivación.
Así. respecto del contenido de la motivación de los

Acuerdos que autorizan la intervención de las comuni­
caciones, y dejando al margen la especificación del ámbi­
to material y temporal de la intervención, que, como
ya hemos dicho. debe figurar en el Acuerdo pero no
forma parte de la motivación entendida en sentido estric­
to, en ésta debe explicitarse la justificación, es decir.
el por qué se adopta la medida. y. para ello, los datos
necesarios que en él deben figurar al objeto de que pue­
da. con posterioridad. llevarse a cabo el juicio de id~

neidad. necesidad y proporcionalidad son. al menos, los
aos·siguientes: primero. la etlP'Cfficación de cuál de las
tres finalidades legalmente previstas .:.seguridad. interés
de tratamiento y buen orden del establecimiento- es
la perseguida con la adopción de la medida y. en segundo
lugar. la explicitación de las circunstancias concretas del
caso y del recluso que explican la funcionalidad de dicha
medida, es decir. las circunstancias que permiten con­
cluir que la intervención resulta adecuada en orden a
alcanzar la finalidad perseguida.

Con todo. debe advertirse. y esto adquiere un especial
relieve en el presente supuesto. que la individualización

.,.de las circunstancias del caso e incluso de la persona
del recluso no significa que dichas circunstancias deban
ser predicables única y exclusivamente del interno objeto
de la medida. o que si se trata de caracterrsticas que
concurren en un grupo de personas ya no puedan adu­
cirse como causa justificativa de la intervención. Indi­
vidualizar no significa necesariamente destacar rasgos
que concurren exclusivamente en el recluso afectado.
Puede tratarse de unos rasgos comunes a los pertene­
cientes a un colectivo o a una organización; en estos

casos. lo que debe individualizarse es esa característica ­
común que a juicio de la Administración penitenciaria
justifica en el supuesto concreto la adopción de la medi­
da. No basta. pues~ como se ha dicho en las SSTC
170/1996 y 175/1997. con referirse a la pertenencia
a un grupo, a una organización o a un tipo de reclusos·
clasificado en función del tratamiento penitenciario que
requieren. puestQque estos colectivos pueden tener múl­
tiples características genéricas relacionadas con una
hipotética justificación de una medida de intervenci6n.
sino que debe concretarse cuál de esas caracterrsticas
comunes a todos los miembros del grupo es la que jus­
tifica la intervención respecto a uno de sus componentes.

En cuanto a lOs aspectos formales de la motivación,
las exigencias constitucionales también están en función
de la finalidad primordial de la misma que, como hemos
reiterado. no es otra que la de hacer posible el control
de la necesidad. idoneidad y proporcionalidad de la medi­
da. De ello se deduce. por una parte. que en el Acuerdo
de adopción de la medida deben figurar los datos nece­
sarios para que el afectado 'y pOsteriormente los órganos
jurisdiccionales puedan llevar a cabo el referido juicio
de idoneidad. necesidad y proporcionalidad. aunque no
resulta exigible que en el mismo se explicite ese triple
juicio por parte de la Administración. En segundo lugar.
debe tenerse presente que los referidos datos pueden
completarse con los que de forma clara y manifiesta
estén en el contexto en el que se ha dietado el Acuerdo.
No se trata de exigir que las motivaciones contel1gan
fÓrmulas rituales. ni que expliciten datos cuya obviedad
excusa la reiteración. Nuestra perspectiva de análisis
debe tener como material la motivación expresa esti­
mada suficiente y la·que a ella se adhiera como conexa
o implrcita.

5. De conformidad con cuanto queda dicho. debe­
mos analizar si el Acuerdo impugnado del Establecimien­
to Penitenciario de Herrera de La Mancha cumple los
requisitos constitucionalmente exigidos. y entre ellos el
de motivación suficiente. y, en segundo lugar. si la inter­
venciÓn de las comunicaciones resulta necesaria, idónea
y proporcionada.

En primer lugar. debe advertirse que, según consta
en el expediente remitido a este Tribunal. el referido
Acuerdo fue notificado al recluso el mismo dra 3 de
enero de 1996 y al correspondiente Juzgado de Vigi­
lancia Penitenciaria al dfa siguiente de su adopción. De
hecho. el recurr~nte nada alega al respecto.

Nada aduce tampoco el actor respecto dellrmite tem­
poral de la intervención. En estas circunstancias. bastará
decir que la intervención no se adoptó sine die. Se esta­
bleció un Irmite temporat, aunque éste no se fijó en rela­
ción a una fecha concreta. sino a la subsistencia de la
causa especffica y explicitada que justifica el mante­
nimiento de la medida y que no es otra que la pertenencia
del preso a la organización delictiva. Esta condición, que
en el Acuerdo de 3 de enero de 1995 se halla claramente
implfcita itn el contexto en el que éste opera -puesto
que la medida se adopta «dada su pertenencia a grupo
delictivo»-. se explicita a las pocas semanas en el Auto
del Juez de Vigilancia Penitenciaria. de 8 de marzo de
1995. que resuelve el recurso de queja y que expre­
samente vincula la intervención de las comunicaciones
al Irmite temporal que suPone la condición de la per­
manencia del preso en la organización delictiva. Con­
cretamente afirma que la media es necesaria «8 menos
que exista constancia suficiente de la ruptura completa
del interno con la organización». Si. como dice la STC
170/1996. los requisitos constitucionalmente impues­
tos a esta medida «llevan implfcita la exigencia de levan-
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tamiento de la intervención en el momento en que deje
de ser .necesaria por cesaciÓn o reducción de las cIr­
cunstancias que la justificaron». no cabe concluir que
la medida carece de Umite temporal cuaf'ldo se señala
concretamente que deberá levantarse al cesar la causa
especrtica que la motivó. Ello sin perjuicio. naturalmente,
de que el interno pueda en cualquier momento exigir
la revisiÓn de la medida si estima que un cambio de
circunstancias obliga a su levantamiento.

En cuanto a la justificaciÓn o ·motivación en sentido
, estricto de la medida, el Acuerdo explicita el fin per­

seguido con la misma, que cifra en la preservación de
«la seguridad general y el buen orden regimental» y que,
como se ha dicho en el fundamento jurrdico precedente, ,
es uno de los fines que pueden justificar, desde la pers­
pectiva constitucional, una restricción del ejercicio del
derecho al secreto en las comunicaciones.

La individualización de las circunstancias concretas
que en este caso justifican fa funcionalidad de la medida,
se razonan, ciertamente de modo escueto y formulario,
con la afirmación de que dicha seguridad general y buen
orden regimental peligrarra por (da influencia y los datos))
que el preso podrra transmitir en sus comunicaciones,
cosa que se presume a partir del delito que ha cometido
y del «grupo delictivo organizado)) al que pertenece.

El recurrente pone especial énfasis en denunciar la
insuficiencia de la individualización de las circunstancias
del caso, ya que a su juicio, en primer lugar, no se espe­
cifica si su situación procesal es la de cond~nado o de
preventivo; en segundo lugar, no se determina cuál es
el grupo organizado al qlJe pertenece; y. finalmente, a
partir del precedente de la STC 170/1996 respecto de
los internos incluidos en el Fichero de Internos de Espe­
cial Seguimiento, no puede justificarse la intervención
con el solo dato de la pertenencia a una determinada
organización.

Ante este triple alegato debe declararse: primero, que
aunque en el Acuerdo no se reitere que el preso lo es
en condiciÓn de condenado, ese dato era conocido por
él mismo -como lo demuestra el hecho de que encabeza
el recurso de reforma afirmando que lo hace «en calidad
de condenado)- y, por supuesto, por la Administración
Penitencia y por el Juzgado y la Audiencia que con­
trolaron la adecuación de la medida.

Lo mismo cabe decir respecto de la organización' a
la que se refiere impUcitamente el Acuerdo de la Junta
de Régimen y Administración, puesto que su identidad
era cognoscible y conocida por quienes gobiernan el
establecimiento, por el interno y por el Juez de Vigilancia
Penitenciaria. Lo era, de un lado, a través de la decla­
ración explrcita contenida en el informe del Director de
aquél, que se refiere expresamente a la organización
ETA. según consta en el expediente remitido a este Tri­
bunal, y, de otro lado, porque la pertenencia del hoy
recurrente a un comando de dicha organizaciÓn terrorista
es un hecho probado de las Sentencias que le conde­
naron por, entre otros comportamientos, realizar las labo­
res de información y vigilancia necesarias para la eje­
cución de dos delitos de otros miembros del comando.
Asr, en el Resultando primero de la Sentencia 141/1982,
de 3 de diciembre, de ,la Sección Segunda de la Audien­
cia Nacional. se declara expresamente «probado (...) que
el procesado José Manuel Arzallus Eguiguren (...), miem­
bro del Comando (Uzturre) de la Organización criminal
armada conocida con las Jiglas ETA. en unión con otros
miembros compuestos del comando (...)•. Similar decla­
ración de pertenencia aETA contiene la Sentencia del
mismo órga¡ao judicial 106/1981, de 16 de octubre.
Tampoco se dice en el Acuerdo, porque es de general
conocimiento, que la orgarnzación mencionada es espe-

cialmente peligrosa para los bienes de seguridad per­
sonal y buen orden regimental que se quieren preservar,
ya que en numerosas ocasiones ha atentado contra la
seguridad de las prisiones y contra la vida y la libertad
de sus funcionarios.

Los datos que consigna el Acuerdo penitenciario y
los que a él cabe añadir por estar claramente implicados
en el mismo o por formar parte ·manifiestamente del
contexto en el que se dicta, -ya que como hemos rei­
terado. no puede exigirse la explicitaciÓn de lo que por
sabido resulta innecesario-. permiten negar tanto la
genericidad que atribuyen a la resoluciÓn el demandante
y el Fiscal, como su equiparación a la que en concreto
proscribra la STC 170/1996. relativa a la sola clasifi­
caciÓn del interno en el primer grado o a su inclusión
en el Fichero de Internos de Especial Seguimiento. En
efecto, el dato de la pertenencia a una concreta orga­
nizaciÓn de 'la que consta que ha atentado reiterada­
mente contra la seguridad de las prisiones y contra la
vida y la libertad de sus funcionarios supone en este
caso una individualización suficiente de las circunstan­
ciar. que justifican la medida, ya que se conoce sufi­
cientemente el rasgo concreto de esta organización que
en efecto puede poner en peligro la seguridad y el buen
orden del Centro. Como se ha dicho anteriormente, indi­
vidualizar las circunstancias que explican por qué la medi­
da es necesaria para alcanzar el fin legftimo que se pro­
pone no significa que deban concretarse unas circuns­
tancias exclusivas y excluyentes del penado. Esas cir­
cunstancias justificativas las puede compartir con los
miembros de un determinado grupo y cuando, como
en el presente caso, esto es asl. basta para justificar
la medida hacer réferencia expUcita, o impUcita pero
incontrovertible. a esta circunstancia común al grupo
en cuanto le es aplicable individualmente. No se justifica,
pues, la intervenciÓn por el tipo de delito cometido, ni
por la pertenencia a un grupo delictivo, ni siquiera por
la pertenencia a un grupo terrorista, sino, más concre­
tamente, porque ese grupo ha llevado y continúa lle­
vando a' cabo acciones concretas que efectivamente
ponen en peligro la seguridad y el orden en los Centros.
Se indjvidualiza, pues, la circunstancia común a los miem­
bros del grupo que justifica la medida al concurrir en
uno de sus componentes.

Este extremo es, precisamente. el que diferencia el
presente caso del supuesto enjuiciado en la STC
170/1996 en el que la medida se adopta con carácter
genérico respecto de todos los internos clasificados en
primer grado penitenciario e incluidos en el Fichero de
Internos de Especial Seguimiento. En efecto, debe tener­
se en cuenta que este colectivo es un grupo creado
por la propia Administración Penitenciaria, que lo define
a partir de unas caracterfsticas que cabe calificar de
genéricas y heterogéneas -peligrosidad extrema, ina­
daptaciÓn a los regfmenes ordinario y abierto, presencia
de anomalras o deficiencias en la personalidad del suje­
to ...- en relación con el fin.de mantenimiento del orden
y la seguridad de los establecimientos penitenciarios y,
sobre todo, sin que en el caso aur analizado se concrete
o quepa deducir el rasgo común a todos los sujetos
que forman ese grupo y que a juicio de la Administración
Penitenciaria justifica la adopción de la medida en aten­
ción al fin perseguido con ella.

Señalemos, por último, que las conductas de los inter­
nos que pueden poner en peligro el orden y la seguridad
de los centros penitenciarios son, en principio, activi­
dades desarrolladas en los propios eStablecimientos. Sin
embargo, ello incluye supuestos como el presente en
los que la conducta se refiera a actividades que pueda
realizar el recluso desde el centro penitenciario pero diri-
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gidas a elementos situados fuera del mismo. Asf sucede.
precisamente. en los casos en los que la previsible alte­
ración del orden y la seguñdad intemas resulta de actua­
ciones externas inducidas o facilitadas desde el interior
de los establecimientos penitenciarios.

En suma. aunque sin duda hubiera sido deseable una
mayor expl esividad por parte de la Junta del Régimen
y Administración. desde la perspectiva de los bienes que
la medida trata de proteger. como son ta seguridad del
centro y de sus internos. trabajadores y funcionarios.
el aseguramiento de los internos. y el adecuado y orde­
nado desenvolvimiento de la actividad en el estableci-
.miento. no se revela como estrictamente necesaria. des- •
de la perspectiva constitucional. una mayor especifica­
ción de la personalidad y de los antecedentes y circuns­
tancias del penado. la unica circunstancia que se expli­
cita. unida a los datos incontrovertibles que forman parte '
del contexto en el que se adopta el Acuerdo. es. en
este caso. de suficiente entidad para sostener la peli­
grosidad de una· comunicación incontrolada y h nece­
sidad de conjurarta con una medida de interve..lción.

6. Con el sustrato fáctico existente no cabe negar
la razonabilidad del Acuerdo desde la perspectiva que
impone el derecho al secreto de las comunicaciones.
El interés que se pretende preservar es indudablemente
relevante y el medio de preservación no puede ser tacha­
do de inidóneo. innecesario o excesivo a la vista de la
indudable y elevada peligrosidad de la organización terro­
rista a la que pertenece el interno. Esta peligrosidad pue­
de llegar a exigir un control de los datos que el interno
pueda suministrar a dicha organii8cioo en evitación de
riesgos de fuga o de represalia contra el personal o la
dirección del centro penitenciario. y para generar además
el clima de seguridad imprescindible para el desarrollo
de la actividad penitenciaria.

. 7. Tampoco es estimable el amparo desde la pers­
pectiva de la motivación de la resolución judicial. Res­
pecto a la decisión judicial de mantenimiento de la medi­
da ~ue supone también una «decisión propia» sobre
el contenido del acto. (STC 128/1997. fundamento jurr­
dico 5.°)-- su motivación es suficiente desde la pers­
pectiva del art. 18.3 C.E. por lo ya argumentado. ya que
los órganoS judiciales asumen la del órgano adminis­
trativo y la complementan. Respecto a la simultánea acti­
vidad jucftcial revisora. baste con senalar la evidencia
de que el recurrente fue efectivamente tutelado (art. 24.1
C.E.). con una respuesta a su queja ajena a la arbitra­
riedad. al error patente y a la manifiesta irrazonabilidad.

FALLO

En atención a todo lo expuestÓ. el Tribunal Cons­
titucional. POR LA AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CoNsTrruaóN
DE LA NACIÓN EsPAÑOlA

Ha decidido

Desestimar el presente recurso de amparo.

PubUquese esta Sentencia en el .Boletfn Oficial del
Estado•.

Dada en Madrid. a veinticuatro de noviembre de mil
novecientos noventa y slete.-José Gabaldón
I-ópez.-Femando Garcf&Mon y González-Regueral.-Ra­
fa" de Mendizábal AHende.-Julio Diego González Cam­
pos.~rlesVivar Pi-Sunyer.-Tomás S. VIV8S Antón.-fir­
mados y rubricados.

27971 Sala Primera. Sentencia 201/1997. de 25 de
noviembre de 1997. Recurso de amparo
804/1995. Contra Auto de la Audiencia Pr~
vincial de Ttiroe/. que se declaró incompetente
para conocer del recurso de apelación inter­
puesto contra el dictado por el Juzgado de

- Vigilancia Penitenciaria de Zara(JOza, que
habfa desestimado recurso de reforma formu­
lado contra otro anterior, inadmitiendo la
queja del recurrente acerca de la prohibición
de utilizar el euskera en las comunicaciones
telefónicas con su familia. Vulneración del
derecho a la intimidad familiar: medidas res­
trictivas de derechos insuficientemente jus­
tificadas.

la Sala PriJll8ra del Tribunal Constitucional. compues-
. ta por don Alvaro Rodrfguez Bareijo. Presidente; don

Vicente Gimeno Sendra. don Pedro Cruz Villalón. don
Enrique Ruiz Vadillo. don Manuel Jiménez de Parga y
Cabrera y don Pablo Garcfa Manzano. Magistrados. ha
pronunciado

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA

. En el recurso de amparo núm. 804/95. promovido
por don José Antonio López Ruiz. representado por la
Procuradora de los Tribunales dofta Maria del carmen
Frutos Martín. y asistido por el Letrado don Andrés
Casaus Ballester. contra el Auto de la Audiencia Pro­
vincial de Teruel de 15 de febrero de 1995. que declara
su incompetencia por razón de la materia para 'conocer
del recurso de apelación interpuesto contra el Auto dio­
tado por el Juzgado de Vigilancia Penitenciaria de lara­
goza de 13 de diciembre de 1994. Este Auto desestima
el recurso de reforma formulado contra un Auto de 9
de noviembr~ de 1994. que no habra dado lugar a la
queja del recurrente acerca de la prohibición d~ utilizar
el auskera 9n las comunicaciones telefónicas con su
familia.

Han intervenido el Ministerio Fiscal y el Abogado del
Estado. Ha sido Ponente el Magistrado don Manuel Jim&
ne~ de Parga y Cabrera. quien expresa el parecer de

.laSala. .

l. Antecedentes

1. Mediante escrito registrado en este Tribunal
el 8 de marzo de 1995. don José Antonio López Ruiz.
asistido por el Abogado don Andrés Casaus Ballestl!tr.
interpuso recurso de amparo contra las resoluciones refe­
ridas en el encabezamiento: interesando la designación
de Procurador de tumo de oficio.

2. la Sección Primera de este Tribunal acordó tener
por recibido el anterior escrito. mediante providencia
de 21 de marzo de 1995. Y otorgar un plazo. de diez
días al recurrente para que acreditase documentalmente
el cumplimiento del requisito exigido en el párra­
fo 2.° del art. 16 del Real Decreto 108/1986. .

Recibida la documentación. por providencia de 8 de
mayo de 1995. se acordó tramitar la designación reque­
rida. que recayó en la Procuradora dona Carmen Frutos
Martín. la demanda formalizando el amparo se presentó
el 19 de junio de 1995 en el Juzgado de Guardia de
Madrid.


